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LA DEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO POR PARTE DEL JUEZ DE TUTELA. La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también a expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 

Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de todos aquéllos sujetos que integran la parte pasiva de la litis y que estarían obligados a restablecer los derechos fundamentales, en caso de advertirse su afectación, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.

Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, para que puedan pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.
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Pereira, dos de junio de dos mil dieciséis
Acta N°    de 2 de junio de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” contra la sentencia de doce  (12) de abril de 2015 proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía mediante la cual se concedió la protección constitucional pretendida dentro de la acción de tutela iniciada por la señora LUISA FERNANDA ROBLEDO. 
ANTECEDENTES

Afirma la señora Robledo, que es beneficiaria del sistema de salud de las Fuerzas Militares de Colombia y que por tal razón el servicio le viene siendo prestado por Sanidad Militar; que debido a diversas patologías que afectan su condición médica, debe desplazarse a la ciudad de Pereira para recibir tratamiento, pero a raíz del vencimiento del carnet que la acredita como afiliada activa del subsistema, no ha recibido la atención debida, pues inicialmente fue atendida presentando un “pantallazo” del sistema como constancia de sus derechos, pero éste tenía vigencia de 60 días y ya feneció. 

Refiere que ha esperado por espacio de 6 meses la entrega del referido documento, sin obtener  respuesta por parte de Sanidad de Armenia y sin lograr la expedición de otra certificación, dado que esa dependencia informa que la persona encargada de su elaboración fue traslada de la institución, por lo que procedió a presentar derecho de petición solicitando el carnet de afiliación o una certificación que la acredite como beneficiaria del subsistema, para así lograr  la atención que su tratamiento médico requiere.  
Sostiene que en virtud de lo anterior ha debido acudir a médicos particulares y desplazarse a esta ciudad desde el municipio de Quinchía, para lo cual, no cuenta con recursos económicos, motivo por el cual, en la misma petición solicitó el reconocimiento de viáticos para su movilización.
Es por todo lo anterior, que solicita una pronta respuesta a su derecho de petición, la autorización de los gastos que la atención en esta ciudad requieren y el tratamiento integral necesario para restablecer sus condiciones de salud.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Único Promiscuo del Circuito, el cual luego de admitirla corrió traslado, por el término de dos (2) días, a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa, el cual transcurrió en silencio.  

Llegado el día del fallo la juez a-quo concedió el amparo constitucional y ordenó a Sanidad Militar dar respuesta al derecho de petición formulado por la tutelante y reconocerle los gastos de transporte, alojamiento y alimentación en que incurra cuando deba asistir a recibir atención médica en lugar diferente a su residencia y a brindarle el tratamiento integral que éste requiera.

Inconforme con tal decisión, el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, impugnó la decisión informando que había dado respuesta al derecho de petición formulado por la accionante, al paso que precisó que no era la llamada a restablecer los derechos conculcados a la actora, pues es un trámite administrativo que escapa a sus competencias, dado que esa dependencia, conforme lo dispone el artículo 2º  de la Ley 352 de 1997, es una Institución Prestadora de Servicios de Salud, para los militares activos. 
CONSIDERACIONES
PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de vinculación  al trámite de tutela de todos aquéllos sujetos que integran la parte pasiva de la litis y que estarían obligados a restablecer los derechos fundamentales, genera la nulidad en el trámite de tutela?
¿Se vulneró el debido proceso a la entidad accionada dentro del presente trámite?
1. LA DEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO POR PARTE DEL JUEZ DE TUTELA.
La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también a expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 

Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de todos aquéllos sujetos que integran la parte pasiva de la litis y que estarían obligados a restablecer los derechos fundamentales, en caso de advertirse su afectación, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.

Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, para que puedan pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.
Al efecto dijo la Corte Constitucional en la providencia 196 de 2011, lo siguiente:

 “La integración del contradictorio posee gran importancia en el proceso de tutela pues, tal como lo ha reiterado la Corte, aunque se rija por el principio de informalidad, el trámite de esta acción no puede implicar el desconocimiento del debido proceso a que tienen derecho las personas que puedan verse afectadas con la decisión
. Por esto, es preciso que la parte demandada esté conformada en debida forma, lo que depende de que se notifique la demanda a todos los que tienen interés legítimo en ella. Con el acto procesal de conformación del litisconsorcio necesario se garantiza, de una parte, la protección de los derechos de defensa y contradicción de la persona o personas accionadas; y, de otra parte, que la providencia judicial tiene mayores posibilidades materiales de superar efectivamente la conducta u omisión que origina la violación de los derechos fundamentales
. 

Para lograr ambos fines, la Corte ha hecho énfasis en que es deber de quien instaura la tutela determinar con claridad la autoridad pública o el particular que lesiona o pone en peligro los derechos que invoca. Pero cuando ello no ocurre, en virtud del principio de oficiosidad, le corresponde al juez constitucional integrar el contradictorio valiéndose de los elementos de juicio que obren en la demanda de tutela
. 

Pese a lo anterior, en algunas ocasiones el juez desatiende el mencionado deber de integrar debidamente el contradictorio. En estos eventos, se genera una irregularidad en el procedimiento que desconoce el debido proceso y que, según la jurisprudencia de la Corte, puede viciar de nulidad el trámite adelantado, tal como lo establece el numeral 9 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil
. Por ello, cuando una anomalía de este orden se advierte durante la etapa de revisión eventual de una sentencia ante la Corte Constitucional, corresponde a esta corporación devolver el proceso al juez de primera instancia para que subsane el error procesal y en consecuencia, reinicie la actuación judicial notificando de este hecho a quienes corresponda. 

Esta Corte ha adoptado la figura del litis consorcio necesario para aquellos casos en que, dentro de una acción de tutela, no se encuentra debidamente conformado el contradictorio.”. 
Así las cosas, resulta evidente que la falta de vinculación o de notificación de las actuaciones procesales efectuadas en el trámite de una tutela a quien debe integrar la parte pasiva de la acción, generan una nulidad que impide atener de fondo el asunto, pero que puede ser subsanada con la efectiva la integración del contradictorio.
2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
3. CASO CONCRETO
En el presente asunto la actora pretende que Sanidad Militar i) de respuesta al derecho de petición formulado a esa dependencia, ii) reconozca los gastos en los que incurre al desplazarse del municipio de Quinchía donde se encuentra situada su residencia a otra ciudad y ii) disponga el tratamiento integral que su actual situación médica requiere.

Analizado el expediente, se advierte que la entidad accionada según el libelo introductor y el auto admisorio de la acción es Sanidad Militar, no obstante, la comunicación por medio de la cual le fue notificada la iniciación del trámite constitucional se libró con destino a las instalaciones del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, donde funciona el Dispensario Médico No 3029, razón por la cual esa dependencia, aunque tardíamente se vinculó a la litis, impugnó oportunamente la decisión.

A la par con la anterior misiva, fue remitida a la misma accionada, esto es a Sanidad Militar, notificación a la dirección de la Sede de Batallón ASP No 8 “Cacique Calarcá”, en la ciudad de Armenia.

Dentro del término concedido, ni Sanidad Militar, ni las Unidades Militares a las que fueron dirigidas las citadas comunicaciones comparecieron a la litis, razón por la cual, al momento de tomar decisión de fondo, la orden de protección fue impuesta a la primera de las citadas.

Como viene de verse es evidente que no existe claridad frente al sujeto pasivo llamado a restablecer los derechos fundamentales que se reprochan vulnerados, pues desde el escrito introductor se advierte que la demandante reclama de la “Dirección de Sanidad de Armenia Quindio” –hecho 4º-, respuesta a sus solicitudes verbales y al derecho de petición que reclama insatisfecho fue dirigido a Sanidad Militar y radicado en el Establecimiento de Sanidad.

En este punto en necesario precisar que el Decreto 1795 de 2000 “Por el cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”, define en su artículo 2º la Sanidad Militar y de Policía “como un servicio público esencial de la logística militar y policial, inherente a su organización y funcionamiento, orientada al servicio del personal activo, retirado, pensionado y beneficiarios”
Ahora, esa misma normatividad establece que la Dirección General de Sanidad Militar fue creada como una “dependencia del Comando General de las Fuerzas Militares, cuyo objeto será administrar los recursos del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares e implementar las políticas, planes y programas que adopte el CSSMP y el Comité de Salud de las Fuerzas Militares respecto del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares.” y que “El Ejército Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea serán las encargadas de prestar los servicios de salud a través de las Direcciones de Sanidad de cada una de las Fuerzas a los afiliados y sus beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares” –artículo 26- a través de los  Establecimientos de Sanidad Militar que no son otros que los Dispensarios Médicos de cada Unidad Militar.
Lo anterior reseña normativa era necesaria para precisar que a pesar de que la actora dirigió su escrito a Sanidad Militar con sede en la ciudad de Pereira, tal misiva fue efectivamente recibida en el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, lo que indica que ésta dependencia es la llamada a dar respuesta a la petición formulada por la señora Robledo, lo cual, según se advierte a folio 34 y 35 del expediente, hizo de manera parcial, pues nada indicó respecto a la solicitud de los viáticos reclamados por la actora.  Ahora, tampoco es de recibido que no haya direccionado la petición a las dependencias encargadas de atenderla, porque a ello estaba obligada, conforme lo prevé el artículo 21 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015.

Así como se presentan las cosas, ningún reproche merecería el trámite dado a la presente acción en la primera instancia, si no fuera porque con base en las peticiones de la accionante, se ordenó a “Sanidad Militar” reconocerle a la señora Luisa Fernanda Robledo,  los gastos de transporte, alojamiento y alimentación en que incurra cuando deba asistir a recibir atención médica en lugar diferente a su residencia, orden que solo podría cumplir la Dirección General de Sanidad Militar encargada de la administración de los recursos del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, entidades que no no fueron vinculadas al presente trámite, pues recuérdese que en el auto admisorio de la tutela se admitó la acción contra Sanidad Militar y las comunicaciones de notificaciones fueron dirigidas a la Dirección de Sanidad Militar en los Establecimientos de Sanidad, esto es los Dispensarios Médicos de los Batallones de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” con sede en Pereira y ASPC 8 “Cacique Calarcá” con sede en la ciudad de Armenía. 
A más de lo anterior, la actora reprocha la falta de respuesta a sus peticiones verbales por parte de Sanidad de Armenia en relación con la expedición de los carnets que la acrediten como afiliada, al igual que su hija menor de edad al referido Subsistema de Salud, lo cual es competencia de la Oficina Regional Grupo de Afiliación y Validación de Derechos con sede en el Batallón ASPC 8 “Cacique Calarcá” en la ciudad de Armenia, que tampoco fue vinculada a la litis.
Por lo anterior, era necesario que el juez de primer grado vinculara al presente trámite a la Dirección General de Sanidad Militar, a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, ambas dependencias con sede en la ciudad de Bogotá y al Grupo de Afiliación y Validación de Derechos con sede en el Batallón ASPC 8 “Cacique Calarcá” en la ciudad de Armenía, pues resulta evidente que son las dependencias encargadas de restablecer, en caso de acreditarse la vulneración, los derechos fundamentales que se reprochan afectados.

Como quiera que en tal sentido no obró el a quo, la Sala declarará la nulidad de todo lo actuado dentro del presente trámite, desde el auto admisorio de la demanda inclusive, y remitirá la demanda y sus anexos al Juzgado Único Promiscuo de Circuito de Quinchía –Rda-, con el fin de que subsane la falencia que dio lugar a la configuración del vicio antes advertido y legalice la integración a la litis del Dispensario Médico No 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de todo lo actuado a partir del auto admisorio de la demanda proferido por el Juzgado Único Promiscuo de Circuito de Quinchía –Rda-, dentro de la acción de tutela promovida por la señora LUISA FERNANDA ROBLEDO.
SEGUNDO: REMITIR a través de la Secretaría de esta Corporación,  el expediente al referido despacho, para que subsane las falencias advertidas en el trámite.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver, entre muchos otros, el Auto 281A de 2010 M.P Luis Ernesto Vargas; Auto 252 de 2007 M.P Clara Inés Vargas; Auto 130 de 2004 M.P Jaime Córdoba Triviño; Auto 238 de 2001 M.P Clara Inés Vargas; Auto 073 de 2006 M.P Manuel José Cepeda. 


� Ver, entre otros, el Auto 135/11 M.P Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Ver sentencia T-091/93 M.P Fabio Morón Díaz. 


� Así lo señaló la Corte desde sus primeros pronunciamientos. Ver, por ejemplo, el Auto 012 de 1996 M.P Antonio Barrera Carbonell. 
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